Radicación:  66001-31-18-002-2021-00020-01
Accionante: María Belarmina Alzate Ocampo

Accionado: E.S.E Hospital Universitario San Jorge de Pereira

Y la Nueva EPS

Decisión: Confirma


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / SUBSIDIARIEDAD / PRESUPUESTOS / NO BASTA SER SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL.
… hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho…
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez. (…)
… una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen…
… estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción laboral que desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional, no solo por abordar un conflicto litigioso que exige análisis reglamentarios y de amplio caudal probatorio, sino porque se debaten asuntos de naturaleza económica, tenientes a adquirir el reconocimiento de un derecho pensional, lo cual, valga decirse, a nivel jurisprudencial y normativo no resultan ser precisamente los más pacíficos…

Es verdad que la señora María Belarmina Alzate es una ciudadana de edad avanzada, pero su longevidad no es una causal para que pueda valerse del mecanismo de amparo como vía alternativa para acceder a sus aspiraciones, máxime cuando sus intereses deben ser analizados en litigio, y es que el ser reconocido como sujeto de especial protección constitucional, no se traduce en que esta jurisdicción esté facultada, bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas que hacen parte de este grupo poblacional, o que esto incida para obtener una respuesta favorable a cuanta solicitud se presente ante las autoridades.
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora MARÍA BELARMINA ALZATE OCAMPO, por intermedio de su apoderado judicial, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira el 26 de marzo de 2021, mediante el cual resolvió declarar improcedente la solicitud de amparo Constitucional reclamada por la impugnante en contra de la E.S.E HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA y la NUEVA EPS.
SINOPSIS DE LOS ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Se pueden extraer como relevantes, los siguientes: 

Narró el apoderado judicial de la señora María Belarmina, que su representada es una persona de más de 85 años de edad, quien convivía con su fallecida hermana Bertha Emilia Alzate Henao, de la cual dependía económicamente como consecuencia de unas múltiples patologías que la aquejan. 
Que la señora Bertha Emilia, en vida, gozaba de una pensión de jubilación reconocida por la E.S.E Hospital Universitario San Jorge de Pereira, habiendo ocurrido su deceso el 25 de octubre de 2019, sin dejar ningún beneficiario distinto a la señora Belarmina.
Que la señora Belarmina no tiene esposo, compañero, hijos, nadie que le pueda ayudar a solventar sus necesidades básicas. 
Que mediante oficio del 22 de diciembre de 2019 se le solicitó al Hospital San Jorge que efectuara una calificación de PCL de la señora Belarmina para con ello demostrar su invalidez; sin embargo, mediante oficio del 13 de diciembre de ese año la entidad le contestó que carecía de competencia para efectuar dicha valoración. El 18 de diciembre de 2019, se radicó ante esa misma entidad una solicitud de reconocimiento pensional para la señora Belarmina, en calidad de hermana sobreviviente de Bertha Emilia; pero mediante Resolución No. 1340 del 19 de octubre de 2020, esa solicitud también fue despachada de manera desfavorable, toda vez que no se demostró su dependencia económica e invalidez.
Que, posteriormente, (no dijo en qué fecha) se acercó de manera presencial a su EPS para pedir que se le realizara una valoración de PCL, “obteniendo muy poca respuesta”. 

Que mediante declaración extrajudicial dos ciudadanos declararon, bajo la gravedad del juramento, que la señora María Belarmina siempre vivió bajo el mismo techo con la causante del derecho pensional y dependía de ella. 
Que la señora Belarmina no cuenta con ningún medio económico para subsistir, no se encuentra en capacidad de trabajar y carece de la afiliación al sistema de salud por imposibilidad de cotizar. 

De conformidad con los anteriores hechos, el Dr. Duque Ocampo solicitó que se tutelen los derechos fundamentales a la seguridad social, igualdad, salud, dignidad humana y mínimo vital, entre otros, y en consecuencia:
1. Tutelar los derechos fundamentales de seguridad social, igualdad, salud, protección al adulto mayor discapacitado y en estado de indefensión, dignidad humana, mínimo vital y móvil, y el de petición en conexidad con el debido proceso y el derecho de defensa, vulnerados por las entidades accionadas a la señora MARÍA BELARMINA ALZATE HENAO.

2.  Como consecuencia de la anterior declaración, Ordenar a las entidades ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE y a la EMPRESA PROMOTORA DE SALUD NUEVA EPS, a ponerse de acuerdo para que la accionante sea calificada para establecer la pérdida de capacidad laboral. 

3. Ordenar a la entidad HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA, a reconocer y pagar la prestación de sobrevivientes, a la señora MARIA BELARMINA ALZATE HENAO, en atención a la protección al adulto mayor en estado de indefensión, en calidad de hermana sobreviviente, por el fallecimiento de la señora BERTHA EMILIA ALZATE HENAO.

ANTECEDENTES PROCESALES:

1. Admisión: 

El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 16 de marzo de 2021, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las entidades accionadas para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
2. Intervenciones: 

Dentro del término de traslado, la Dra. Gloria Patricia Meza Zapata, Asesora Jurídica de la E.S.E Hospital Universitario San Jorge, presentó escrito en el que explicó que a la luz de lo consagrado en el artículo 41 de la ley 100 de 1993, les corresponde a las AFP, ARL y las EPS determinar en primera instancia la pérdida de capacidad laboral de sus afiliados y el origen de las contingencias. 
De otro lado, aclaró que para el pago y reconocimiento de la prestación de sobrevivientes, es imprescindible que el solicitante demuestre la dependencia económica y el estado de invalidez, como lo establece el artículo 47 de esa misma norma. 

Pidió que no se acceda a las pretensiones formuladas por la parte accionante en contra de esa entidad. 

El Dr. Juan Manuel Bedoya Rodríguez, apoderado especial de la Nueva EPS, refirió que la señora María Belarmina se encuentra afiliada al Régimen Contributivo del Sistema General de Seguridad Social en calidad de cotizante activa. 
Por otra parte, expuso que como lo que la señora Belarmina requiere es un peritaje de su PCL para reclamar un derecho pensional, la norma aplicable es el numeral 3° del artículo 1° del Decreto 1356 de 2013, según el cual, esa solicitud debe elevarla directamente ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez.
3. Fallo de primer nivel: 

Al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primera instancia resolvió, mediante sentencia del 26 de marzo de 2021, declarar improcedente el amparo de los derechos reclamados, al considerar que la señora Belarmina:

1. Se encuentra como cotizante activa en salud en su sistema y verificada la página BDUA de la Adres se puede evidenciar que desde el 1 de agosto de 2008 aparece afiliada como tal, lo que permite inferir que cuenta con un ingreso mensual que le permite cancelar las cotizaciones al SGSSS y para atender su congrua subsistencia, muchos años antes al fallecimiento de su hermana en octubre de 2019. 
2. No padece enfermedades catastróficas que afecten su integridad personal, y que den pie para considerarla sujeto de especial protección.
3.  El sólo hecho de ser adulto mayor, no la hace un objeto de protección constitucional. Además, se constató que lleva más de 2 años asesorada por un profesional del derecho. 
En suma, no se acreditaron los requisitos de subsidiariedad e inmediatez que orientan la acción de tutela.
FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN:

Encontrándose dentro del término legalmente previsto, el representante judicial de la señora María Belarmina presentó impugnación. En el escrito de sustentación, dicho abogado manifestó que: 
1. Solo por el hecho que su representada haga aportes al sistema de seguridad social en salud no es prueba suficiente de que ella posea ingresos fijos mensuales, y frente a ese aspecto, explicó que varios familiares se han encargado de realizar los aportes respectivos para que ella pueda continuar con su tratamiento médico y siga accediendo a los medicamentos que necesita para tratar las patologías que le han diagnosticado. 

2. Aunque el Fallador aduce que «La jurisprudencia constitucional ha sido enfática al determinar que el sólo hecho de ser adulto mayor, esto no lo hace per se, un objeto de protección constitucional», no aporta referencia de la supuesta jurisprudencia. Seguidamente, el recurrente refuta esa postura citando apartes jurisprudenciales que considera aplicables. (Sentencia T-463 de 2003) (Sentencia T-252 de 2017), así como el artículo 46 de la Constitución. 
3. El juez de primera instancia entonces ignora que: 1) la edad es un factor importante para determinar que una persona es sujeto de especial protección; 2) la accionante no está en edad para poder laborar y procurarse su propia subsistencia; 3) la desestimación de la acción de tutela, prolonga la desprotección de los derechos fundamentales y dignidad humana de la accionante, incluso condenándola a vivir de la caridad.

4. Aunque ha transcurrido 1 año y 5 meses desde el fallecimiento de la causante, debe tenerse en cuenta que por motivo de la emergencia sanitaria que ha sido causada el COVID 19, a la señora Belarmina se le había imposibilitado realizar trámites administrativos y notariales, como la autenticación del respectivo poder, para poder proceder de manera urgente, sin que se pueda ignorar que la titular de los derechos se encuentra dentro de la catalogada población de riesgo y, por lo tanto, el tener que acudir a una entidad administrativa o a la notaria era un mismo riesgo para su vida y su salud. 
5. El A Quo no valoró el dictamen extrajudicial aportado. 
6. La señora Belarmina no cuenta con ingresos para poder pagar el dictamen de invalidez de manera particular, y aunque presentó la solicitud respectiva ante la EPS, esta se negó.  

Bajo esos argumentos, el recurrente pidió que se revoque la decisión de primer nivel, y en su lugar se acceda a sus pretensiones. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 
2. Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho en su teoría de improcedencia de la acción Constitucional, o, por el contrario, se debería proceder con un análisis de fondo por estar plenamente acreditadas las reglas de procedibilidad de la tutela. 
3. Solución:  

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre resulta necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.  

En esta ocasión, diremos brevemente que el primero de los requisitos está acreditado porque, en efecto, la señora María Belarmina Alzate es la titular de los derechos que se reclaman, o sea, a quien presuntamente se le están desconociendo sus derechos, con ello, se encuentra validada la legitimación por activa y a su vez, acudió a esta herramienta judicial por medio de una tercera persona en medio de una alternativa completamente válida, la del representante judicial, según poder debidamente otorgado, quien está legitimado para representarla. Así mismo, está acreditada la legitimación por pasiva, dado que, por su competencia funcional, de una u otra manera pueden tener injerencia en las pretensiones elevadas por la parte accionante. 
Sin embargo, no sucede lo mismo con los presupuestos de la subsidiariedad o residualidad y de la inmediatez, los cuales, en sentir de la Sala, en consonancia con lo argüido por el Despacho de primera instancia, no se encuentran superados en esta ocasión por los motivos que a continuación se exponen:
Sea lo primero decir que en el presente asunto la parte accionante formuló dos pretensiones, una de ellas encaminada a que se le ordene a la autoridad correspondiente emitir un dictamen de pérdida de capacidad laboral para presentarlo como dictamen pericial en una actuación administrativa de solicitud de reconocimiento pensional. 
Sobre el particular hay que resaltar que, aunque el apoderado de la señora Belarmina afirma que elevó ante la EPS una solicitud para la valoración de la PCL de su representada, jamás demostró en esta actuación cuándo fue que supuestamente radicó una petición formal en ese sentido y la respuesta que frente a esa petición recibió. 

Vistas así las cosas, es claro que no se ha demostrado una actitud renuente por parte de la entidad demandada, o una actitud evasiva de sus responsabilidades que lleve a pensar que se deben dar órdenes en lo que tiene que ver con esa pretensión específica, ello significa que este Juez de tutela no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente se le ha generado a los derechos fundamentales de la señora Belarmina por parte de la Nueva EPS, lo que denota la improcedencia de esta acción para esos menesteres. 

Así lo ha dicho la Corte Constitucional: 
“(…) En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.” 

Por otro lado, refiriéndonos a la segunda de las pretensiones formuladas, relacionadas con una solicitud de reconocimiento pensional en sede de tutela, debemos referirnos preliminarmente al contenido del inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, que, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen, por alguna razón la Carta Constitucional es la norma base de todo el ordenamiento jurídico, la cual debe ser considerada sin discriminar el tipo de procedimiento judicial que se adelante. 
Según ese norte, la acción de tutela es una herramienta diseñada o pensada para llenar los vacíos que pudiera ofrecer el aparato jurisdiccional, de allí, como se indicó en párrafos precedentes, su procedencia está condicionada a la no existencia de otras alternativas de resolución del conflicto, o al riesgo de padecer un perjuicio irremediable que viabilice la intervención del juez de tutela, aunque fuere de manera transitoria, posibilidad que, desde luego, debe ser analizada según los aspectos concretos y puntuales del caso bajo estudio. 

Bajo dicha égida, el legislador dejó por sentada la prevalencia de las acciones ordinarias consagradas en la Jurisdicción, porque ante su existencia, los conflictos pueden y deben ser propuestos allí, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo, imposible de realizar en el perentorio término que para la resolución de las acciones de tutela consagra la ley, aunado a lo cual, se insiste, la justicia ordinaria en cada una de sus especialidades, está en la obligación de garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales; por tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente al riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, perceptible y verificable a grandes rasgos en el devenir del trámite tuitivo
Frente al tema ha dicho la Corte: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.” 

 

En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”. 

La acción de tutela no es entonces un medio alternativo, ni menos adicional o complementario a las herramientas disponibles en la jurisdicción para resolver determinado tipo de asunto según su especialidad, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones formuladas en sede Constitucional.
En ese orden, debemos anunciar que estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción laboral que desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional, no solo por abordar un conflicto litigioso que exige análisis reglamentarios y de amplio caudal probatorio, sino porque se debaten asuntos de naturaleza económica, tenientes a adquirir el reconocimiento de un derecho pensional, lo cual, valga decirse, a nivel jurisprudencial y normativo no resultan ser precisamente los más pacíficos; entonces, habremos de decir que: 

· Los conflictos de orden laboral, o aquellos relacionados con el sistema de seguridad social integral, que incluyen el reconocimiento de las pensiones negadas en la vía administrativa, tienen dispuesta una jurisdicción especial, que es la ordinaria laboral, la cual está diseñada para zanjar este tipo de asuntos de primera mano, tornándose en la vía natural, a la que, por regla general, debe acudir quien pretenda controvertir una decisión de la administración de esta naturaleza. Así reza en el numeral 4º del artículo 2º del Código de Procedimiento Laboral: “La Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 4. Las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con contratos”.

· Es verdad que la señora María Belarmina Alzate es una ciudadana de edad avanzada, pero su longevidad no es una causal para que pueda valerse del mecanismo de amparo como vía alternativa para acceder a sus aspiraciones, máxime cuando sus intereses deben ser analizados en litigio, y es que el ser reconocido como sujeto de especial protección constitucional, no se traduce en que esta jurisdicción esté facultada, bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas que hacen parte de este grupo poblacional, o que esto incida para obtener una respuesta favorable a cuanta solicitud se presente ante las autoridades. 
Lo anterior quiere decir que estos aspectos flexibilicen el análisis de procedibilidad de la acción de tutela, ello no se traduce en una carta blanca para acceder a cualquier tipo de solicitud que deliberadamente impetre quien ostenta esa calidad, sino que es necesario que concurran otros factores como el perjuicio irremediable que se determina cuando se logre demostrar que las medidas requeridas para conjurar el supuesto menoscabo en los derechos fundamentales sean inminentes, urgentes e impostergables
. 
En este caso, vemos que el accionante no fue completamente transparente al momento de acudir a esta querella de amparo, pues inicialmente aludió que su representada estaba en una situación de completo desamparo y que “tampoco tiene esposo o compañero, ni hijos, ni otras personas, que le puedan ayudar a solventar sus necesidades básicas”, pero resulta que incluso tiene personas que al parecer de vieja data le han podido colaborar para efectuar aportes al SGSS, lo que no se vio truncado con la muerte de su hermana, de quien supuestamente dependía, porque a la fecha esos aportes se continúan presentado, sea cual fuere el motivo. 
De otro lado, aunque no podemos dejar de reconocer que la acción de tutela es un mecanismo judicial que se caracteriza por exigir menos ritualidades que otro tipo de demandas, lo cierto del caso es que en este asunto no está demostrado ni siquiera de forma sumaria que la señora María Belarmina en realidad dependiera de su hermana y que, sin lugar a dudas, pueda ser catalogada como la única beneficiaria del derecho pensional reclamado.  

Frente al principio de inmediatez, el cual hace referencia a la oportunidad en la cual se ejerce en la acción tuitiva, hemos de decir que si bien el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, por lo menos debe ser interpuesta en un tiempo razonable, prudencial y adecuado desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión:

“la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”
.
Y más adelante, en otro pronunciamiento, dijo esa Alta Magistratura que: 
“… el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal. De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.

En ese sentido, la Sala considera atinados los apuntes efectuados por el Despacho fallador con respecto al tema de la inmediatez, porque si bien es cierto la pandemia por el Covid-19 que nos descubrió casi a inicios del año 2020, aunque en sus inicios limitó la posibilidad de acceder o ejercer muchas actuaciones administrativas, no truncó la posibilidad de acceder a entidades como las EPS, por ejemplo, por vía de correo electrónico para radicar peticiones formales como la pretendida por el accionante, quien, como bien lo expuso el Juez fallador, viene asesorando de antaño a la señora Belarmina. Además, la negativa de la E.S.E San Jorge se conoció desde diciembre de 2019, y el primer caso de Covid-19 llegó a Colombia a finales de marzo de 2020, lo que quiere decir que se tuvieron 3 meses de gracia para desplegar las acciones que supuestamente con urgente requería su mandante 
Lo anterior, nos permite concluir que, en definitiva, la situación de la accionante no se ubica dentro de ninguna de las hipótesis jurisprudenciales que le permitirían a la Sala hacer un análisis de fondo para acceder a sus pretensiones. Así las cosas, no queda una alternativa diferente que la de ratificar la decisión de primera instancia. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en su Sala Nro. 7 de Decisión de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora MARÍA BELARMINA ALZATE, por intermedio de apoderado, en contra de la E.S.E HOSPITAL UNIVERTITARIO SAN JORGE, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA
Magistrado
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